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de la legalidad ordinaria, sino que la motivación ha de
explicitar las razones que determinan la inexistencia de
la vulneración alegada» (Sentencia 189/1996, de 25
de noviembre, FJ 2). En el mismo sentido se afirma en
la STC 34/1997, de 25 de febrero, FJ 2, refiriéndose
al supuesto objeto entonces de recurso, que «tras la
Sentencia del Juzgado de Primera Instancia, a la inicial
pretensión de los ahora recurrentes se antepone una
pretensión de amparo de derechos fundamentales que,
aun no encontrando reflejo formal en el petitum del recur-
so, la Audiencia Provincial no podía pura y simplemente
ignorar sin incurrir en una denegación de tutela»; por
ello, con invocación «del lugar ocupado por los derechos
fundamentales en nuestro ordenamiento (art. 10.1 C.E.)»,
se concluye en la STC 34/1997 que «un resultado de
incongruencia omisiva en esta materia frustra también
el diseño del amparo de los derechos fundamentales
previsto en el ... apartado segundo del art. 53 C.E.». Pues
bien, sentada la exigencia de dar respuesta a la alegación
de vulneración de algún derecho fundamental, no existe
resolución judicial menos acorde con dicha exigencia
que aquella, como la ahora recurrida, que no contiene
ningún pronunciamiento relativo a las infracciones cons-
titucionales denunciadas, entre ellas la del art. 14 C.E.

5. En consecuencia, hemos de convenir en que la
resolución judicial impugnada incurre en el vicio de
incongruencia omisiva denunciado que, por las razones
ahora expuestas, reviste relevancia constitucional, vul-
nerándose con ello el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.). La esti-
mación del amparo debe conllevar la anulación de la
Sentencia dictada por la Sección Séptima de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid en el recurso núm. 343/95 y la
consiguiente retroacción de actuaciones al momento
inmediatamente anterior al de dictarse dicha resolución,
a fin de que por el mencionado órgano judicial se pro-
nuncie otra congruente con las pretensiones y alega-
ciones sustanciales formuladas por la demandante.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña María Dolores
Sebastián Gil y, en su virtud:

1.o Declarar el derecho de la demandante de ampa-
ro a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia dictada el
4 de julio de 1997 por la Sección Séptima de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior a aquel en que se dictó dicha Sentencia,
a fin de que la Sección Séptima de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid dicte otra que respete las exigencias del dere-
cho fundamental que resultó vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintisiete de marzo de dos mil.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

8227 Sala Primera. Sentencia 86/2000, de 27 de
marzo de 2000. Recurso de amparo
5.090/1997. Promovido por don Joan Nadal
Costa frente a una Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña que deses-
timó su recurso relativo a cinco liquidaciones
tributarias por el Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas, y una sanción por el IVA.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: Sentencia que se pronuncia parcial-
mente sobre una sola liquidación, y Auto de
aclaración que extiende el fallo a las restantes.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5.090/1997, promo-
vido por don Joan Nadal Costa, bajo la representación
procesal del Procurador de los Tribunales don Eduardo
Morales Price y asistido por el Abogado don Josep Auli-
nas Sacrest, contra la Sentencia de la Sección Cuarta
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, de 1 de diciembre
de 1994, recaída en el recurso contencioso-administra-
tivo núm. 852/92, seguido contra la Resolución del Tri-
bunal Económico-Administrativo Regional de Cataluña,
de fecha de 28 de abril de 1992, sobre liquidación deri-
vada de acta de disconformidad en concepto de Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente
al ejercicio 1982. Ha comparecido el Abogado del Estado
y ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
la Magistrada doña María Emilia Casas Baamonde, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 5 de diciembre de 1997, el Procurador de los Tri-
bunales don Eduardo Morales Price, en nombre y repre-
sentación de don Joan Nadal Costa, interpuso recurso
de amparo constitucional contra la Sentencia de la Sec-
ción Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, de 1 de
diciembre de 1997.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) Con fecha 28 de octubre de 1988 la Inspección
Tributaria levantó al actor cinco actas de disconformidad
por el concepto de Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas (en adelante, IRPF) correspondiente a los
ejercicios 1982 a 1986, aplicándole el régimen de esti-
mación indirecta de bases imponibles en la determina-
ción del rendimiento imputable a la actividad de hos-
telería que desarrollaba, por ausencia de contabilidad
y registros fiscales obligatorios, con imposición de san-
ción por defraudación al tipo de 200 por 100; y una
sexta acta de disconformidad por el Impuesto sobre el
Valor Añadido (en adelante, IVA) correspondiente al ejer-
cicio 1986, en cuantía de 300.000 pesetas, derivada
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de la aplicación de una sanción por expedir la máquina
registradora tickets con la palabra «TAX» en lugar de
«IVA».

b) Formuladas en un primer momento las corres-
pondientes reclamaciones ante el Tribunal Económi-
co-Administrativo Regional de Cataluña y estimadas en
orden a la práctica de nuevas liquidaciones de acuerdo
con la Ley 20/1989, de 28 de julio, de adaptación del
IRPF, contra los nuevos actos de liquidación (por impor-
tes de 279.580, 2.025.812, 3.181.077, 2.815.110 y
2.875.650 pesetas, respectivamente, para el IRPF) se
interpusieron otras tantas reclamaciones nuevamente
ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional de
Cataluña (expedientes 17/1302/90, 17/1480/90,
17/1481/90, 17/1482/90, 17/1483/90 y
17/818/89, este último correspondiente al IVA), quien
por resolución de fecha de 13 de diciembre de 1991
(en materia del IVA) confirmaba la sanción impuesta,
y por resoluciones con fecha de 28 de abril de 1992
(en materia del IRPF) estimaba parcialmente sus pre-
tensiones, al entender que la calificación de la infracción
tributaria debía ser la de «omisión» y no la de «defrau-
dación», operándose una reducción de 100 puntos por-
centuales. En cumplimiento de estas resoluciones se gira-
rían las nuevas liquidaciones en concepto de IRPF y en
cuantías de 197.992, 1.420.463, 2.377.385,
2.075.458 y 2.875.650 pesetas.

c) Con fecha de 8 de mayo de 1992, la parte actora
interpuso recurso contencioso-administrativo (núm.
852/92) ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, suplicando
en el escrito de formalización de la demanda (de fecha
de 11 de diciembre de 1992): 1) la incompetencia del
Tribunal Económico-Administrativo Central para conocer
del recurso contra la Resolución del Tribunal Económi-
co-Administrativo Regional del expediente núm.
17/1481/90, correspondiente al IRPF del ejercicio
1984; 2) la anulación del expediente sancionador corres-
pondiente al IVA del ejercicio 1986 o, subsidiariamente,
la reducción de la sanción a límites razonables y de jus-
ticia tributaria; 3) la nulidad formal de las actas y liqui-
daciones impugnadas por el concepto de IRPF; 4) la
anulación de las actas por el concepto de IRPF y con-
siguientes liquidaciones, por no quedar justificada la apli-
cación del régimen de estimación indirecta de bases
imponibles, y 5) la condena en costas a la Administración
y la indemnización de los daños y perjuicios causados,
dada la dejación arbitraria por parte de ésta de un man-
dato legal.

d) Con fecha de 1 de diciembre de 1994 la Sección
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña dicta Sentencia
estimatoria parcialmente, por cuanto entendiendo apli-
cable el régimen de estimación indirecta de bases impo-
nibles y la imposición de una sanción, fija su importe
en el porcentaje del 100 por 100, desestimando el recur-
so en todo lo demás, y sin expresa imposición de costas
al no concurrir las notas de la temeridad o mala fe. La
Sentencia limitó su conocimiento a la liquidación del
IRPF correspondiente al ejercicio de 1982.

e) Con fecha de 5 de enero de 1995, la parte actora
solicitó la preparación del recurso de casación, lo que
le fue denegado por Auto de la Sección Cuarta de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Cataluña de fecha de 11 de enero
de 1995, al entender que la cuantía del recurso no supe-
raba los 6.000.000 de pesetas precisos para acceder
a la casación, dado que en el mismo se ventilaban seis
liquidaciones, ninguna de las cuales alcanzaba individual-
mente aquella cantidad. Contra este Auto se interpuso
recurso de queja ante el Tribunal Supremo (núm.

3/784/1995), quien por Auto con fecha de 7 de noviem-
bre de 1997 lo desestima, por cuanto la cuantía de las
liquidaciones consideradas individualmente no superan
la suma de 6.000.000 de pesetas. No obstante, y antes
de obtener la resolución del recurso de queja, se impetró
el amparo ante este Tribunal, siendo inadmitido mediante
providencia con fecha de 11 de septiembre de 1995
(recurso 1573/95), por concurrir la causa de inadmisión
prevista en el art. 50.1.a en relación con el art. 44.1.a
LOTC, al no haberse agotado la vía judicial previa.

f) Con fecha de 13 de febrero de 1995 la Sección
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña dicta provi-
dencia declarando firme la Sentencia de 1 de diciembre
de 1994. Interpuesto recurso de súplica por la parte
actora el día 23 de febrero de 1995 (y, en su defecto,
de nulidad de la Sentencia), mediante nueva providencia
de 3 de abril de 1995 se declara no haber lugar a su
admisión, al haberse presentado fuera de plazo.

g) Con fecha de 4 de octubre de 1996, el Abogado
del Estado solicitó la rectificación del error material en
que había incurrido la anterior Sentencia, al amparo del
art. 267.2 LOPJ, por cuanto el recurso contencioso-ad-
ministrativo se interpuso contra seis liquidaciones (cinco
por el concepto del IRPF correspondiente a los ejercicios
1982 a 1986, y una por el concepto del IVA referente
al ejercicio 1986), cuando la Sentencia alude a una sola
liquidación (la relativa al ejercicio de 1982 y por el con-
cepto de IRPF), por lo que procedía incluir el pronun-
ciamiento relativo a las restantes liquidaciones, bien
desestimatorio o parcialmente estimatorio.

h) Por Auto con fecha de 23 de octubre de 1996
se acuerda la aclaración del fallo en el sentido de añadir
lo omitido, a saber, las reclamaciones 17/1483/90,
17/818/89, 17/1302/90, 17/1480/90, 17/1482/90
y 17/1481/90.

3. En su demanda de amparo aduce la parte
recurrente que se le ha colocado en una situación de
indefensión contraria al derecho fundamental que reco-
noce el artículo 24 CE, por cuanto la Sentencia recurrida
no sólo no se pronuncia sobre todos los aspectos con-
trovertidos, sino que además se pronuncia sobre algunos
que no han sido controvertidos. Por medio de otrosí se
interesó, además, la suspensión de la ejecución de la
Sentencia impugnada por cuanto su ejecución podría
ocasionar al recurrente un perjuicio que haría perder
al amparo su finalidad, lo que se denegó mediante Auto
con fecha de 25 de enero de 1999, dado que las reso-
luciones judiciales con efectos meramente económicos
son siempre reparables en la misma especie, consiguién-
dose la restitutio in integrum, no justificándose, en con-
secuencia, la suspensión de su ejecutoriedad.

4. Por providencia de 26 de octubre de 1998, la
Sección Segunda de este Tribunal acordó tener por reci-
bido el anterior escrito con los documentos que le acom-
pañaban y, en aplicación de lo dispuesto en el art. 50.3
LOTC, conceder un plazo de diez días al Ministerio Fiscal
y al solicitante del amparo para que alegasen lo que
estimasen pertinente en relación con la posible existen-
cia de la causa de inadmisión prevista en el art. 50.1.c)
LOTC, al carecer la demanda manifiestamente de con-
tenido que justificase una decisión por parte de este
Tribunal Constitucional. Dicho trámite fue cumplimen-
tado por la parte actora mediante escrito registrado el
día 12 de noviembre de 1998, donde se insistía en la
incongruencia de la Sentencia por no resolver sobre
todas las cuestiones controvertidas en el proceso, ni deci-
dir sobre todos los puntos litigiosos que fueron objeto
de debate, suplicándose, en consecuencia, el otorga-
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miento del amparo. Por su parte, el Ministerio Fiscal,
por escrito registrado el día 16 de noviembre de 1998,
interesó providencia de admisión a trámite, por no resul-
tar manifiesta la posible carencia de contenido cons-
titucional de la demanda, y ser aconsejable una reso-
lución sobre el fondo en forma de Sentencia.

5. Por providencia de 4 de diciembre de 1998, nue-
vamente de la Sección Segunda, se acordó admitir a
trámite la demanda y, en aplicación de lo dispuesto en
el art. 51 LOTC, dirigir comunicación a las Salas de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo y del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para que remi-
tiesen testimonio de los recursos núms. 3/784/95 y
852/92, respectivamente, interesando igualmente del
órgano judicial que previamente emplazase a quienes
hubieran sido parte en el procedimiento, con excepción
del recurrente en amparo, para que, si así lo deseasen,
pudiesen comparecer, en el plazo de diez días, en el
presente proceso constitucional. En este sentido, por
escrito con fecha de registro de entrada en este Tribunal
de 10 de diciembre de 1998, el Abogado del Estado
suplicó se le tuviese por personado, lo que se llevó a
efecto mediante providencia de 14 de diciembre
de 1998.

6. La Sección Segunda de este Tribunal, por pro-
videncia de 31 de mayo de 1999, acordó acusar recibo
de las actuaciones recibidas, dando vista de las mismas
por el plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal,
al Abogado del Estado y al solicitante de amparo para
que, dentro de dicho término, presentasen las alega-
ciones que estimasen pertinentes, según determina
el art. 52.1 LOTC.

7. El día 22 de junio de 1999 presentó sus ale-
gaciones ante este Tribunal el Abogado del Estado. En
su escrito solicita se dicte Sentencia otorgando el ampa-
ro. A esta conclusión llega salvando primero la posible
extemporaneidad del recurso de amparo por la inter-
posición indebida del recurso de queja contra el Auto
que denegaba tener por preparado el recurso de casa-
ción, dado que dicho recurso no podía calificarse como
manifiestamente improcedente, tanto más cuando el
recurrente intentó el recurso de amparo que le fue inad-
mitido por pender aún el recurso de queja. Por otra parte,
y en relación con el fondo del asunto, entiende el Abo-
gado del Estado que el Auto de aclaración dictado por
el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña aclara el
punto 1.o del fallo, pero deja intacta la fundamentación
jurídica, produciéndose así una serie de desajustes que
obligan a entender vulnerado el derecho fundamental
invocado, dado que la motivación de la resolución judicial
no guarda correlación con el fallo rectificado, porque,
de un lado, nada se argumenta respecto a la sanción
de 300.000 pesetas por infracción simple en el IVA;
de otra parte, la Sentencia razona exclusivamente acerca
del problema relativo a la estimación indirecta de bases
y la reducción de la sanción porcentual, pero no entra
a examinar la pretensión de nulidad formal de las actas,
lo cual puede considerarse como lesión del derecho a
la motivación constitucionalmente adecuada, más que
como vicio de incongruencia con relevancia constitu-
cional. Finalmente, el recurrente considera que el tema
de las sanciones por el IRPF no había sido controvertido
(ya había sido estimado en parte en las reclamaciones
ante el TEAR con una reducción de 100 puntos por-
centuales), no teniendo la Sala potestad para fijar de
oficio las sanciones según le plazca, sin que medie espe-
cífica pretensión de la parte legitimada para ello. Por
todo ello, procede acoger el amparo por violación del
derecho a la tutela judicial efectiva, retrotrayendo lo
actuado hasta el momento inmediatamente anterior a

dictarse Sentencia a fin de que la Sala dicte otra res-
petuosa con el indicado derecho fundamental, a saber,
pronunciándose expresamente sobre la sanción de
300.000 pesetas en el IVA y la nulidad formal de las
actas de disconformidad; fijando con precisión el objeto
del proceso por referencia a las resoluciones de las recla-
maciones económico-administrativas cumulativamente
impugnadas; y absteniéndose de pronunciarse sobre
puntos no debatidos entre las partes como es la reduc-
ción porcentual de la sanción en el IRPF.

8. La parte actora presentó sus alegaciones por
escrito con fecha de entrada en el Registro de este Tri-
bunal de 30 de junio de 1999, en similares términos
a los de su escrito de demanda de amparo.

9. El escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal se
registró el día 5 de julio de 1999. Inicia su exposición
aclarando la ausencia de defecto de forma en la inter-
posición del presente recurso de amparo, al no vislum-
brarse ánimo dilatorio alguno en el intento del recurso
de casación, pues la suma de las liquidaciones impug-
nadas excedía de los seis millones de pesetas previstos
por la ley para acceder a tal recurso, aunque el Tribunal
Supremo entendió que debían cuantificarse separada-
mente. Por otra parte, entiende que poca argumentación
se hace necesaria para concluir que nos encontramos
ante una palmaria e incomprensible incongruencia omi-
siva de la Sentencia impugnada, que debe dar lugar al
otorgamiento del amparo. Y ello porque no se trata de
que falte respuesta pormenorizada a los argumentos de
la demanda, sino de que de las seis cuestiones plan-
teadas tan sólo se ha respondido razonada y concre-
tamente a una. Así, y con base en la Sentencia
206/1998, entiende el Ministerio Fiscal que el amparo
debe prosperar y su alcance no debe ser otro que la
declaración de nulidad de la Sentencia para que en su
lugar se dicte otra que responda motivadamente a todas
las pretensiones de la demanda contencioso-adminis-
trativa.

10. Por providencia de 10 de marzo de 2000, se
señaló para deliberación de la presente Sentencia el
día 13 de marzo, en el que se inició el trámite y que
ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se interpone con-
tra la Sentencia de 1 de diciembre de 1994 de la Sección
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. La queja de
la parte recurrente se basa en el hecho de que la Sen-
tencia recurrida no sólo no enjuicia todas las cuestiones
controvertidas y planteadas en el escrito de demanda,
sino que además se pronuncia sobre un aspecto que
no había sido esgrimido, causándole la indefensión pros-
crita por el artículo 24.1 C.E.

Es necesario recordar que el recurso contencioso-ad-
ministrativo se interpuso contra seis resoluciones del Tri-
bunal Económico-Administrativo Regional de Cataluña,
cada una de las cuales versaba sobre una de las seis
actas de disconformidad incoadas al actor por los con-
ceptos del IRPF correspondiente a los ejercicios de 1982,
1983, 1984, 1985 y 1986 (resoluciones estimatorias
parcialmente con fecha de 13 de diciembre de 1991,
donde se fijaba la sanción a imponer en el 100 por 100
de la cuota omitida), e IVA referido al ejercicio de 1986
(resolución desestimatoria de fecha 28 de abril de 1992,
en la que se confirmaba la sanción fija impuesta). Las
cuestiones planteadas en el escrito de demanda eran
cinco: 1) la incompetencia del Tribunal Económico-Ad-
ministrativo Central para conocer del recurso contra la
resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regio-
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nal del expediente núm. 17/1481/90, correspondiente
al IRPF del ejercicio 1984; 2) la anulación del expediente
sancionador correspondiente al IVA del ejercicio 1986
o, subsidiariamente, la reducción de la sanción a límites
razonables y de justicia tributaria; 3) la nulidad formal
de las actas y liquidaciones impugnadas por el concepto
de IRPF; 4) la anulación de las actas por el concepto
de IRPF y consiguientes liquidaciones, por no quedar
justificada la aplicación del régimen de estimación indi-
recta de bases imponibles; y 5) la condena en costas
a la Administración y la indemnización de los daños y
perjuicios causados, dada la dejación arbitraria por parte
de ésta de un mandato legal.

La Sentencia impugnada estimó parcialmente el
recurso respecto de la liquidación del IRPF correspon-
diente al ejercicio de 1982, en el cual entendió aplicable
el régimen de estimación indirecta de bases imponibles
y la imposición de una sanción, que fijó en el porcentaje
del 100 por 100 (es decir, en el mismo que ya había
sido asumido por el Tribunal Económico-Administrativo
Regional de Cataluña en su resolución de 13 de diciem-
bre de 1991), desestimando el recurso en todo lo demás,
y sin expresa imposición de costas al no concurrir las
notas de temeridad o mala fe. Solicitada la aclaración
de la Sentencia por el Abogado del Estado por cuanto
el recurso contencioso-administrativo se interpuso con-
tra seis liquidaciones y la resolución judicial únicamente
aludía a una de ellas, por Auto de 23 de octubre de 1996
se acordó la aclaración del fallo, extendiendo sus efectos
a todas las reclamaciones impugnadas (a saber, las recla-
maciones 17/1483/90, 17/818/89, 17/1302/90,
17/1480/90, 17/1482/90 y 17/1481/90).

2. Con carácter previo, es obligado precisar que la
demanda de amparo se dirige frente a la Sentencia dic-
tada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña el 1 de diciem-
bre de 1994, una vez agotada la vía judicial previa con
la resolución por el Tribunal Supremo del recurso de
queja interpuesto por la parte actora contra el Auto del
Tribunal a quo inadmitiendo la preparación del recurso
de casación.

Sobre este extremo coinciden el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal en señalar que con la petición de
preparación del recurso de casación —que no había sido
ofrecido por el órgano judicial— no se produjo una pro-
longación indebida de la vía previa que pudiese convertir
el presente recurso de amparo en extemporáneo. Y ello
porque, aunque es doctrina de este Tribunal que el plazo
para la interposición del recurso de amparo establecido
en el artículo 44.2 LOTC es un plazo de derecho sus-
tantivo, de caducidad, improrrogable, no susceptible de
suspensión y, por consiguiente, de inexorable cumpli-
miento, que ha de computarse desde que se tiene cono-
cimiento de la decisión lesiva al derecho fundamental
o de la resolución del medio impugnatorio articulado
contra ella, también lo es que sólo existirá una prolon-
gación artificial de la vía judicial previa en los casos
en que se interpongan recursos manifiestamente impro-
cedentes o legalmente inexistentes contra una resolu-
ción firme (circunscribiendo tales circunstancias a los
casos en los que tal improcedencia derive de manera
terminante, clara e inequívoca del propio texto legal, sin
dudas que hayan de resolverse con criterios interpre-
tativos de alguna dificultad). La tutela judicial efectiva
incluye el derecho del interesado a utilizar cuantas accio-
nes y recursos considere útiles para la defensa de sus
derechos e intereses, aun los de dudosa procedencia,
siempre y cuando razonablemente puedan ser conside-
rados como pertinentes sin necesidad de complejos aná-
lisis jurídicos, pues no puede exigirse al litigante que
renuncie a un recurso, asumiendo el riesgo de lo que,
a su juicio y razonablemente, pudiera suponer una falta

de agotamiento de la vía judicial previa, tanto más cuan-
do este Tribunal ha venido insistiendo sobre la necesidad
de agotar todos los medios de impugnación ordinarios
o extraordinarios antes de acudir al amparo constitu-
cional (por todas, SSTC 65/1985, de 23 de mayo, FJ
5; 120/1986, de 22 de octubre, FJ 1; 67/1988, de
18 de abril, FJ 1; 50/1990, de 26 de marzo, FJ 2;
53/1991, de 11 de marzo, FJ 1; 142/1992, de 13
de octubre, FJ 3; 289/1993, de 4 de octubre, FJ 3;
27/1994, de 27 de enero, FJ 1; 122/1996, de 8 de
julio, FJ 3; 235/1997, de 19 de diciembre, FJ 3;
90/1998, de 21 de abril, FJ 2; 173/1999, de 27 de
septiembre, FJ 2; y 4/2000, de 17 de enero, FJ 2).

En el presente caso, como dice el Abogado del Estado,
el intento de preparación del recurso de casación no
puede calificarse de manifiestamente improcedente,
habida cuenta de que, intentado el amparo por el
recurrente ante este Tribunal con carácter previo a la
resolución del recurso de queja contra el Auto dene-
gatorio de la preparación del recurso de casación, fue
inadmitido mediante providencia con fecha de 11 de
septiembre de 1995 (recurso 1573/95), por concurrir
la causa de inadmisión prevista en el artículo 50.1.a
en relación con el artículo 44.1.a LOTC, a saber, el no
agotamiento de la vía judicial previa.

3. Por otra parte, y con igual carácter preliminar,
es necesario precisar que el objeto del presente proceso
constitucional lo constituye la Sentencia de 1 de diciem-
bre de 1994 de la Sección Cuarta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña, aclarada por Auto dictado por el mismo
órgano judicial, el 23 de octubre de 1996, ya referen-
ciado en los antecedentes y en el fundamento jurídico
primero de esta Sentencia.

Pues bien, con independencia de que dicho Auto se
dictara, a solicitud del Abogado del Estado, extempo-
ráneamente según denuncia la parte actora, el hecho
cierto es que no logró alcanzar la finalidad pretendida
de enmendar la situación de falta de respuesta en que
incurría la Sentencia impugnada por cuanto las causas
de pedir eran distintas según el ejercicio e impuesto
de que se tratase, excediendo, por lo demás, conforme
a nuestra doctrina, de la limitada virtualidad reparadora
del cauce arbitrado en el art. 267 LOPJ, por alterar el
sentido del fallo en contra de la propia fundamentación
jurídica de la resolución judicial (SSTC 14/1984, de 3
de febrero, FJ 2; 138/1985, de 18 de octubre, FJ 9;
180/1987, de 27 de octubre, FJ 2; 16/1991, de 28
de enero, FJ 1; 27/1992, de 9 de marzo, FJ 2; 34/1993,
de 8 de febrero, FJ 2; 23/1994, de 27 de enero, FJ 1;
19/1995, de 24 de enero, FJ 2; 122/1996, de 8 de
julio, FJ 4; 103/1998, de 18 de mayo, FJ 4; y 179/1999,
de 11 de octubre, FJ 3).

4. Dicho lo que antecede, es ya el momento opor-
tuno de entrar en el estudio de lo que constituye el
verdadero objeto de este recurso, a saber, el vicio de
incongruencia alegado por la parte actora frente a la
Sentencia de 1 de diciembre de 1994.

Este Tribunal, en una ya muy reiterada y consolidada
doctrina, ha venido declarando que el derecho a la tutela
judicial efectiva incluye el derecho a obtener de los órga-
nos judiciales una respuesta razonada, motivada, fun-
dada en derecho y congruente con las pretensiones opor-
tunamente deducidas por las partes, por cuanto la moti-
vación de las resoluciones judiciales, aparte de venir ins-
titucionalizada en el artículo 120.3 C.E., es una exigencia
derivada del artículo 24.1 C.E. que permite conocer las
razones de la decisión que aquéllas contienen y que
posibilita su control mediante el sistema de los recursos
(entre otras muchas, SSTC 20/1982, de 5 de mayo,
FJ 1; 14/1984, de 3 de febrero, FJ 2; 177/1985, de



76 Jueves 4 mayo 2000 BOE núm. 107. Suplemento

18 de diciembre, FJ 4; 23/1987, de 23 de febrero, FJ 3;
159/1989, de 6 de octubre, FJ 6; 63/1990, de 2 de
abril, FJ 2; 69/1992, de 11 de mayo, FJ 2; 55/1993,
de 15 de febrero, FJ 5; 169/1994, de 6 de junio, FJ 2;
146/1995, de 16 de octubre, FJ 2; 2/1997, de 13
de enero, FJ 3; 235/1998, de 14 de diciembre, FJ 2;
y 214/1999, de 29 de noviembre, FJ 5).

En el sentido expuesto, incurre en el vicio de la incon-
gruencia omisiva o ex silentio, denegadora de la justicia
solicitada, que lesiona el derecho a la tutela judicial efec-
tiva sin indefensión que se reconoce en el artículo
24.1 C.E., la sentencia o la resolución que ponga fin
al procedimiento cuando guarde silencio o no se pro-
nuncie sobre alguna de las pretensiones de las partes,
dejando imprejuzgada o sin respuesta la cuestión plan-
teada a la consideración del órgano judicial, aun estando
motivada. Corresponde a este Tribunal apreciar la con-
currencia del citado vicio una vez comprobado el efectivo
planteamiento de la cuestión que se dice eludida en
el momento procesal oportuno y, sobre todo, si la ausen-
cia de contestación por parte del órgano judicial ha gene-
rado una efectiva y real indefensión, no pudiendo hablar-
se de denegación de tutela judicial, en consecuencia,
cuando el órgano judicial respondió a todas y cada una
de las pretensiones esgrimidas, ya que sólo la omisión
o falta total de respuesta entraña vulneración del citado
derecho fundamental. Por eso, no puede desconocerse
que no toda ausencia de pronunciamiento expreso a
las cuestiones planteadas por las partes produce una
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva,
debiendo distinguirse, a estos efectos, entre las alega-
ciones aducidas por las partes para fundamentar sus
pretensiones, y las pretensiones en sí mismas conside-
radas, pues, mientras respecto de las primeras no se
hace necesaria, para la satisfacción del referido derecho
fundamental, una contestación explícita y pormenorizada
a todas y cada una de ellas, pudiendo bastar una res-
puesta global o genérica al problema planteado, respecto
de las pretensiones la exigencia de una respuesta expre-
sa se muestra obligada, aunque sea posible excepcio-
nalmente su desestimación tácita, siempre que del con-
junto de los razonamientos incluidos en la resolución
y de las circunstancias concurrentes en el caso pueda
inferirse razonablemente que el órgano judicial tuvo en
cuenta la pretensión y, examinándola, tomó la decisión
de desestimarla, omitiendo sólo el pronunciamiento
expreso, pero no la decisión desestimatoria (entre otras
muchas, SSTC 29/1987, de 6 de marzo, FJ 3;
175/1990, de 11 de noviembre, FJ 2; 53/1991, de
11 de marzo, FJ 2; 88/1992, de 8 de junio, FJ 2;
161/1993, de 17 de mayo, FJ 3; 4/1994, de 17 de
enero, FJ 2; 91/1995, de 19 de junio, FJ 4; 56/1996,
de 15 de abril, FJ 4; 26/1997, de 11 de febrero, FJ 4;
16/1998, de 26 de enero, FJ 4; y 215/1999, de 29
de noviembre, FJ 3).

Finalmente, la denominada incongruencia extra petita
se produce cuando el pronunciamiento judicial recaiga
sobre un tema no incluido en las pretensiones deducidas
en el proceso, de tal manera, que aun desenvolviéndose
con arreglo a las normas jurídicas y constitucionales,
en cuanto que su resultado no se ajusta al objeto del
proceso (causa petendi), implicará una efectiva dene-
gación de la tutela, puesto que con ello se impide a
las partes la posibilidad de efectuar las alegaciones per-
tinentes en defensa de sus intereses relacionados con
lo decidido, provocando su indefensión al defraudarse
el principio de contradicción (por todas, SSTC 14/1984,
de 3 de febrero, FJ 2; 311/1994, de 21 de diciembre,
FJ 2; 191/1995, de 18 de diciembre, FJ 3; 98/1996,
de 10 de junio, FJ 2; 220/1997, de 4 de diciembre,

FJ 2; 15/1999, de 22 de febrero, FJ 2; y 215/1999,
de 29 de noviembre, FJ 3).

5. Aplicando la doctrina expuesta al caso de autos,
es palmaria la existencia de una denegación de justicia
vulneradora del derecho constitucional alegado por la
parte actora, por incurrir la resolución judicial cuestio-
nada en el vicio de la incongruencia omisiva o ex silentio,
al omitir el conocimiento de algunas de las pretensiones
de la parte, provocando con ello un desajuste entre el
fallo judicial y las pretensiones.

En efecto, la incongruencia omisiva o ex silentio se
produce porque, de las cinco cuestiones planteadas por
la parte actora, la Sentencia impugnada sólo responde
a dos, dejando incontestadas las otras tres (la relativa
a la incompetencia del Tribunal Económico-Administra-
tivo Central para conocer del recurso contra la Reso-
lución del Tribunal Económico-Administrativo Regional
del expediente núm. 17/1481/90, correspondiente al
IRPF del ejercicio 1984; la correspondiente a la anulación
del expediente sancionador correspondiente al IVA del
ejercicio 1986; y la referente a la nulidad formal de las
actas y liquidaciones impugnadas por el concepto de
IRPF), y sin que pueda apreciarse una respuesta deses-
timatoria tácita, al no existir la debida correlación entre
el fallo y la fundamentación. Es decir, la Sentencia impug-
nada sólo da respuesta a la procedencia o no de aplicar
el régimen de estimación indirecta de bases imponibles
y al tema de la imposición de costas y, además, lo hace
únicamente respecto de un ejercicio (el de 1982), exten-
diéndose posteriormente el fallo —que no los fundamen-
tos jurídicos— a los ejercicios restantes, por el citado
Auto de aclaración de fecha 23 de octubre de 1996,
de una forma anómala e improcedente, como ya se puso
de manifiesto anteriormente. No obtuvo, pues, el deman-
dante respuesta adecuada a sus pretensiones.

En cuanto a la queja derivada de que la estimación
parcial del recurso respecto de una cuestión que no había
sido planteada por las partes (la reducción de las san-
ciones impuestas en el IRPF a 100 puntos porcentuales)
hace incurrir a la resolución judicial también en el vicio
de la incongruencia extra petita, por no ajustarse el fallo
al objeto del proceso (causa petendi), hay que precisar,
no obstante, que esta última modalidad de incongruencia
resultó en el caso ser inocua para el derecho invocado,
al no haber colocado a la parte actora en una situación
de indefensión insalvable por cuanto la declaración judi-
cial tenía un carácter meramente confirmatorio de lo
previamente conseguido en la vía administrativa. En con-
clusión, la infracción procesal denunciada carece de rele-
vancia constitucional.

6. Según lo expuesto, la ausencia de una respuesta
coherente y completa sobre el tema litigioso implica una
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva reco-
nocido en el art. 24.1 C.E. y, en consecuencia, procede
la estimación del amparo y anular la resolución judicial
impugnada con retroacción de las actuaciones al
momento en que se dictó la Sentencia para que la Sala
emita otra que sea congruente con lo pretendido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo interpuesto
por don Joan Nadal Costa, y en su virtud:

1.o Declarar el derecho fundamental del demandan-
te a la tutela judicial efectiva.
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2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de 1 de
diciembre de 1994 de la Sección Cuarta de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña, recaída en el recurso contencio-
so-administrativo núm. 852/92, aclarada por Auto de 23
de octubre de 1996.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
inmediatamente anterior al de dictarse Sentencia, para
que por la Sala se pronuncie nueva resolución que decida
el recurso respetando las exigencias del derecho fun-
damental que resultó vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de marzo de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

8228 Sala Primera. Sentencia 87/2000, de 27 de
marzo de 2000. Recurso de amparo
3.997/1998. Promovido por don Iván Aitor
Sánchez Ceresani frente al Auto del Pleno de
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
que declaró procedente su extradición a Italia
para ser enjuiciado por delitos contra la salud
pública. Supuesta vulneración de los derechos
al Juez legal, a la tutela judicial efectiva en
relación con el principio de reciprocidad y a
un proceso sin dilaciones indebidas: compe-
tencia de los Tribunales italianos para enjui-
ciar delitos internacionales de tráfico de dro-
gas, extradición de un nacional español fun-
dada en un convenio europeo, alcance del
principio de reciprocidad, y omisión de pro-
testa por los retrasos del procedimiento.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla
y doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.997/98, interpuesto
por don Iván Aitor Sánchez Ceresani, representado por
la Procuradora doña Belén Lombardía del Pozo y defen-
dido por el Abogado don Eduardo Corzo López, contra
el Auto del Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional de 30 de julio de 1998, en el recurso de súplica
núm. 54/98, en el procedimiento de extradición núm.
12/97. Ha intervenido el Ministerio Fiscal, siendo Ponen-
te la Magistrada doña María Emilia Casas Baamonde,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Juzgado de
guardia el 22 de septiembre de 1998 y registrado en
este Tribunal el día 23 siguiente, don Iván Aitor Sánchez

Ceresani, representado por la Procuradora doña Belén
Lombardía del Pozo y defendido por el Abogado don
Eduardo Corzo López, interpuso recurso de amparo con-
tra el Auto dictado por el Pleno de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional de 30 de julio de 1998 (rollo
de Sala 29/97, procedimiento de extradición 12/97 del
Juzgado Central de Instrucción núm. 6), que confirmó
en súplica el Auto de la Sección Primera de dicha Sala
de 19 de mayo de 1998, que había declarado proce-
dente la extradición del actor a la República Italiana,
para ser enjuiciado por los hechos y delitos solicitados,
excepto por los relativos al cargamento de 715 kilo-
gramos de hachís, por los que está siendo juzgado en
España.

En la demanda se pide la anulación de los Autos
impugnados y, mediante otrosí, su suspensión cautelar.

2. Los hechos en los que se fundamenta el recurso
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Mediante Nota verbal núm. 238, de 20 de mayo
de 1997, la Embajada de la República de Italia presentó
solicitud formal de extradición del actor, ciudadano espa-
ñol, para responder ante el Tribunal de Palermo de la
acusación de estar implicado en una red de tráfico inter-
nacional de estupefacientes, participando en una ope-
ración de compra de 250 kilos de cocaína colombiana
destinada al mercado italiano, habiendo recibido un
millón de dólares y hachís en España.

b) El Ministerio Fiscal español, en su informe, había
indicado que la entrega del reclamado debía quedar con-
dicionada a que las autoridades italianas acreditasen for-
malmente que se comprometerían a entregar a España
un súbdito italiano cuya extradición les fuera reclamada.
Una vez solicitada esa información, el Ministerio de Jus-
ticia de la República de Italia contestó que no tenía com-
petencia para asegurar un resultado positivo.

c) La Sección Primera de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional dictó Auto el 19 de mayo de 1998,
por el que se accedía a la extradición solicitada, al con-
siderar que concurrían los requisitos de doble incrimi-
nación y mínimo punitivo, y, expresamente, declaró que
la cualidad de nacional español del reclamado no debía,
por sí sola, ser obstáculo a la extradición, y que la res-
puesta dada por las autoridades italianas al requerimien-
to de una posible reciprocidad, en el sentido de que
no podían garantizar a priori la entrega de un italiano
a las autoridades españolas, no equivalía a una auténtica
negativa. Finalmente, denegaba la extradición por un
delito de tráfico de hachís, dado que por este hecho
ya había sido juzgado y condenado en España por la
propia Audiencia Nacional mediante Sentencia, pendien-
te de casación.

d) Interpuesto recurso de súplica contra dicha reso-
lución, aquélla fue desestimada por Auto del Pleno de
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 30 de
julio de 1998.

3. La demanda de amparo alega la vulneración de
varios derechos del art. 24 C.E.:

a) El derecho al Juez ordinario predeterminado por
la Ley al entender que un Tribunal italiano no está legi-
timado para enjuiciar unos presuntos hechos delictivos
cometidos por un español y en España, ya que serían
competentes los Tribunales españoles.

b) Al acceder a la extradición solicitada, sin que el
Estado requirente pueda garantizar el principio de reci-
procidad en casos análogos, se vulnera el derecho fun-
damental a la tutela judicial, al quebrar uno de los prin-
cipios básicos que rigen en materia de extradición, la
reciprocidad, recogido en el art. 13 C.E.


